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OBSERVACIONES DE LA COMISiÓN INTERAMER1CANA DE DERECHOS HUMANOS Al
ESCRITO DE EXCEPCIONES PRELIMINARES DEL ESTADO EN EL CASO MCENTRO DE

REEDUCACIÓN DE MENORES· CONTRA LA REPÚBLICA DEL PARAGUAY, Y
OBSERVACIONES AL ESCRITO DE SOLICITUDES, ARGUMENTOS Y PRUEBAS DE lOS

REPRESENTANTES DE LAS VICTIMAS.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en lo sucesivo "la Comisión"
o la "CIDH") presenta a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en lo sucesivo
"la Honorable Corte"], dentro del lapso establecido por la Honorable Corte al efecto,
sus observaciones al escrito de excepciones preliminares presentado por el Estado en el
caso "Centro de Reeducación de Menores" contra la República de Paraguay len lo
sucesivo "el Ilustre Estado" "el Estado paraguayo" o "el Estado"). Asimismo, la
Comisión presenta en este escrito sus observaciones al escrito de solicitudes,
argumentos y pruebas de los representantes de las víctirnas (en lo sucesivo "escrit o de
los representantes de las vrctimas").

OBSERVACIONES AL ESCRITO DE EXCEPCIONES PRELIMINARES
PRESENTADO POR EL ESTADO PARAGUAYO

La Comisión resalta de manera general que no existe en el presente caso ningún
impediment o para que la Honorable Corte conozca sobre el fondo del asunto, es decir,
sobre las vio laciones cometidas por el Estado paraguayo en perjuicio de los niños y
adolescentes que estuvieron internos en el "Centro de Reeducación de Menores· desde
agosto de 1996 hasta julio de 2001. Las excepciones preliminares opuestas por el
Estado paraguayo deben ser desestimadas, pues no enervan de manera alguna la
competencia de la Honorable Corte para conocer del presente caso y para pronunciarse
sobre el fondo del mismo.

En efecto, en el trámite ante la Comisión Interamericana se han cumplido
rigurosamente los requisitos establecidos en los artfculos 48 a 50 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, así como las demás normas convencionales
pertinentes. Asimismo, se han respetado todas las reglas procedimentales establecidas
en el reglamento de la CIDH, asf como en el reglamento de la Honorable Corte.

Tanto en el procedimiento ante la CIDH como en lo que va del proceso ante la
Honorable Corte se ha respetado estrictamente al Estado paraguayo su derecho de
defensa. Si hubiese existido alguna omisión subsanable en la demanda de la Comisión,
ésta ya fue en todo caso conocida y decidida por la Honorable Corte, y el asunto quedó
definitivamente resuelto, inclusive con la participación activa del Ilustre Estado.

La Comisión pasa a referirse a continuación a las excepciones preliminares
opuestas por el Estado paraguayo, y a las razones por las cuales éstas deben ser
desestimadas por la Honorable Corte.
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Sobre la alegada litispendencia
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La Comisi6n analiza en primer término la excepción de litispendencia opuesta por
el Estado paraguayo, toda vez que tal excepción implica un cuestionamiento a la
competencia de la Honorable Corte para conocer del presente caso.

Al respecto, el Estado alega en su escrito la excepci6n preliminar de
litispendencia, señalando al efecto que el 4 de febrero de 2002, con posterioridad al
informe de fondo No. 126/01 aprobado por la Comisión en el presente caso, y previa a
la presentaclón de la demanda a esta Honorable Corte, los familiares de tres de las
víctimas que fallecieron en el incendio ocurrido en el Instituto Panchito L6pez el 11 de
febrero de 2002 (Diego Walter vatdez, Carlos de la Cruz Y Sergio Daniel Figueredo)
presentaron una demanda por indemnizaci6n de daños y perjuicios contra el Estado
paraguayo, ante un Juzgado Civil y Comercial del Paraguay.

Señala el Estado que "en consecuencia, el caso plantea la existencia de dos
demandas, una en sede interna y otra ante un tribunal internacional, con los mismos
sujetos, objeto y causa. Esta axcepción tiene por fin evitar que una misma pretensi6n
sea objeto de doble proceso con riesgo que recaigan sentencias contradictorias".

La Comisi6n observa al efecto que la Convención Americana contempla en el
artículo 46( 1HC) que para que una petici6n sea admitida por la Comisi6n se requerirá
que "la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento
de arreglo internacional". Por su parte, el articulo 47(d) de la Convención contempla
que la "Comisi6n declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada de
acuerdo con los arttculcs 44 ó 45 cuando; 1...1 sea sustancialmente la reproducción de
petición o comunicaci6n anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo
internacional. "

De manera que para que el presupuesto fundamental para poder iniciar el análisis
de si existe o no litispendencia es que existan dos procedimientos internacionales. En el
presente caso. el Estado paraguayo alega litispendencia no a partir de dos
procedimientos internacionales, sino de un proceso internacional respecto a uno
doméstico. Ello es suficiente para desestimar sin consideraciones adicionales el alegato
de litispendencia formulado por el Estado.

En adición a lo anterior, cabe destacar que la Honorable Corte ha analizado lo
relativo a la litispendencia a partir del erttculo 471d) de la Convención. señalando que

La frase '":¡uSl8ncialmente la reproducción- significa que debe existir identidad entre los
e=S09.. Para que exista dicha identidad se requiere la presencia de tres elementos. a
saber: Que las partes sean las mismas, Que el objeto sea el mismo y que la base legal sea
ld éntlca.'

•

, Ceso Baens Ricardo y OtrOS, fxct:pciones Pre:lminates, sentencia de 18 dQ noviembre de 1983. Pirro53.
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Al respecto, la Comisión observa que en el presente caso no hay litispendencia,
además de por no estar involucrados dos procesos internacionales, por no cumplirse
ninguno de los mencionados supuestos .

Respecto del objeto, debe señalarse que el objeto de la presente demanda, y el
de la acción interna que el Estado alega está en curso ante los tribunales internos
paraguayos son completamente distintos. El objeto de la demanda en el presente caso
es que la Honorable Corte determine la responsabilidad internacional del Estado
paraguayo por violaciones a derechos humanos de las víctimas, es decir, los niños y
adolescentes que estuvieron detenidos en el Instituto Panchito López entre agosto de

•
1996 Y julio de 2001, siendo la reparación una consecuencia de ta l responsabilidad. La
demanda que el Estado paraguayo señala se ha incoado en su contra se refiere en todo
caso a un objeto totalmente diferente, cual es que los tribunales internos paraguayos
declaren la responsabilidad civil extracontractual del Estado a nivel interno, por daños y
perjuicios de naturaleza civil ocasionados a tres de las víctimas del presente caso.

En relación con los sujetos, tampoco existe identidad. La parte demandada en
ambos procesos es la misma, es decir, el Estado paraguayo, pero en el presente
proceso la parte demandante es la Comisión Interamericana, mientras que en el proceso
interno serIan, de acuerdo a lo alegado por el Estado, los familiares de las tres
mencionadas víctlmas. Además, tampoco existe identidad en cuanto a las vfctimas,
toda vez que el presente proceso se refiere a todos los niños y adolescentes que
estuvieron internos en el "Centro de Reeducación de Menores" desde el 14 de agosto
de 1996 hasta julio de 2001, que se han identificado debidamente en el presente
proceso, mientras que el caso que el Estado paraguayo alega existe en sus tribunales
internos se refiere únicamente a tres de dichas vfctirnas.

En cuanto al fundamento legal, tampoco hay identidad entre ambos procesos, ya
que, en la demanda ante la Corte, se alegan violaciones a los artrculos 4 (derecho a la
vida), 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 19
(derechos del niño), 8 (garantfas judiciales) y 25 (protección judicial) de la Convención
Americana, asf como al articulo 1(1) convencional (obligación de respetar y garantizar el
goce de los derechos consagrados en la Convención). Por otra parte. la demanda que el
Estado paraguayo señala estar siendo conocida por sus tribunales internos
presumiblemente debe referirse a incumplimientos a las normas internas paraguayas
sobre responsabilidad civil extracontractuel del Estado paraguayo.

Por las razones anteriormente expuestas la Comis ión Interamericana solicita a la
Honorable Corte desestime la mencionada excepción preliminar de litispendencia
opuesta por el Estado paraguayo.

Por otra parte, la Comisión resalta que la acción de indemnización de daños y
perjuicio que a nivel interno habrfan intentado contra Paraguay los familiares de tres de
las vlctimas del presente caso no es un recurso adecuado para remediar la situación
demandada por la CIDH.

El articulo 46( 1Ha) de la Convención Americana contempla como requisito para

la admisibilidad de una petición "que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la
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jurisdicci6n interna. conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente
reconocidos". La Honorable Corte ha explicado que la remisión que hace dicha
disposición a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos implica
que

Esos principios no se refieren s610 a la existencia formal de tales recursos, sino también e
Que éstos sean adecuados y efectivos. como resulta de las excepciones contempladas en
el artleulc 46.2.

Que sean adecuados significa que la función de esos recursos, dentro del sistema del
derecho Interno, sea idónea para proteger la situación [urtdice infringida. En todos los
ordenamientos internos existen mOltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas
las circunstancias. Si. en un caso 8spedfíco, el recurso no es adecuado. as obvio que no
hay que 3gotarlo. Asr lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un
efecto y no puede interpret arse en el sentido de que no produzca ninguno ° su resultado
sea manifiestamente absurdo o irrazonable. Por ejemplo, un procedimiento de orden civil.
expresamente mencionado por el Gobierno , como la presunción de muerte ~or

desaparecimiento. cuya función es la de que los herederos puedan disponer de los bienes
del presunto muerto o su cónyuge pueda volver a casarse. no es adecuado para hallar la
persona ni para lograr su liberación si está detenida.:I:

Al respecto, el recurso interno mencionado por el Estado, y que habría sido
iniciado después de la aprobación del informe de fondo aprobado por la Comisión en el
presente caso, no es id6neo para determinar responsab ilidades penales, administrativas
y civiles por las violaciones a los derechos humanos a la integridad personal, libertad
personal, derechos del niño, garantías judiciales y protección judicial de todos los niños
y adolescentes que estuvieron internos en el "Centro de Reeducaci6n de Menores"
entre abril de t 996 Y julio de 2001, que son las víctimas del presente caso, y tampoco
para determinar tales responsabilidades respecto a las víctimas que murieron en los
incendios ocurridos en el Instituto Panchito López.

Tal recurso ni siquiera sería idóneo para determinar tales responsabilidades en
relación con las tres víctimas específicas a que se refiere tal recurso interno. Tal
recurso cuya exsitencia menciona el Estado estaría en todo caso dirigido. según su
propio dicho, a determinar la responsabilidad civil extracontractual del Estado por la
muerte de tres víctimas específicas. Aún cuando dicha acci6n prosperara, ella no sería
adecuada para determinar responsabilidades penales y administrativas por las muertes
de las tres mencionadas víctimas.

Por la razones anteriormente expuestas. la acci6n de indemnizaci6n de daños y
perjuicio que a nivel doméstico habrfan intentado contra Paraguay los familiares de tres
de las víctimas del presente caso no es en todo caso un recurso adecuado para
remediar la situaci6n demandada por la CIDH.

t Corte I.O.H., Caso VeltJsquez Rodtlguez. Sentencia del 29 de julio de 1988, Serie e No. 4. pAus. 63 t 64:
Caso God!rJcz Crv~. Ssnte.nC;B del 20 de enero ds 1989. Seri~ e No. ~~ pJrrs. 66 y 67;, Caso rairk Gqrbi v SoPe
Corlsles, Sentencia de 15 ds maf70 de 1989. Sen'e e No. 6. 1)4'f$, 87 y 88: Caso CBb~lIeJ'o Delgado y S:mrana.
éxcepcionM Preliminares. Senrem;ia (je 21 de MfJro d~ 1994, Serifl e "'0.17, plJ". 63; E)(cepciones al AgolamienrD ds
los flecur80s teternos fArro 46.1. 46.2.a V 46.2.IJ Convención Americana sobre Derechos Hl,Im:mos). Opin;(m ConSU!riV8
OC-11190 de/ID d..go31o d. 1990, Serio A No. 11. pJ", 36.
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2. Sobre el pretendido defecto legal en la presentación de la demanda

El ilustre Estado paraguayo sostiene que la Comisión incumplió el artrculo 33 del
Reglamento de la Honorable Corte, dado que no habrra señalado en la demanda el
nombre de todas las presuntas vrctimas del presente caso, Señala al respecto que
durante el proceso ame la Comisión la CIDH no le solicitó al Estado el nombre de los
niñas y adolescentes que estuvieron internos en el "Cent ro de Reeducación de
Menores" entre agosto de 1996 y julio de 2001. Concluye solicitando que se "admita la
excepción planteada y en consecuencia, el trámite de la presente demanda continúe
sólo con respecto a las presuntas víctimas identificadas en el punto resolutivo 1 de la
Resolución del 21 de junio de 2002",

La Comisión sostiene que la mencionada excepción opuesta por el Estada es
tanto improcedente como extemporánea.

Dicha excepción es improcedente en primer lugar debido a que la discusión del
caso ante la CIDH, que comenzó el 14 de agosto de 1996, comprendió siempre a
todos los niños y adolescentes internos en el "Centro de Reeducación de Menores", y
nunca se limitó, como incorrectamente argumenta el Estado, a los muertos y heridos en
los incendios ocurridos en fechas 11 de febrero de 2000, 5 de febrero de 2001 y 25 de
julio de 2001.

r
r
l

Ciertamente, si el caso ante la Comisión comenzó en 1996, mal podrfa haberse
referido exclusivamente a muertes y heridas ocurridas en los años 2000 y 2001 . Ello
demuestra más bien que dichas muertes y heridas se podrfan haber prevenido, si ante la
presentación del caso ante la CIDH el Estado hubiera adoptado las medidas necesarias
para tratar de evitar situaciones como las ocurridas.
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El caso se inició ante.la CIDH en 1996, y comprendió desde un principio a todos
las niños y adolescentes que se encontraban internos en el "Centro de Reeducación de
Menores" . Los que murieron y resultaron heridos en los mencionados incendios forman
parte de las vfctlmas, pero de ninguna manera ello implica que queden excluidos las
niños y adolescentes que lograron sobrevivir, que son víctimas en el presente caso
debido a que el Estado paraguaya violó en su perjuicio los derechas a la integridad
personal, a la libertad personal, del niño, garantías judiciales y protección judicial
consagrados en los artículos 5, 7, 19,8 Y 25 de la Convención Americana, e incumplió
además su obligaci6n de respetar y garantizar el goce de esos derechos conforme al
artlculo 1.1 de la Convención.

De modo que el Estado en todo momento pudo defenderse cabalmente en el
procedimiento ante la Comisión y luego ante la Honorable Corte. La identificación del
caso "Panchlt c López" se utilizó en toda la tramitación como una forma abreviada de
referirse a todos los niños y adolescentes que se encontraban en dicho centro, y asr lo
entendieron siempre no sólo la Comisión, sino también el Estado y los peticionarios a lo
largo de todo el proceso ante la CIDH, incluyendo los diversos intentos de solución
amistosa que hubo durante 'el proceso ante la Comisión.
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En ningún momento la Comisión entendió que tramitaba un caso sin víctimas
concretas, no identificadas." Todo el trámite se desarrolló con el entendido, por la
Comisi6n y ambas partes, Que las víctimas estaban plenamente identif icadas y Que sus
nombres precisos estaban e~ poder del Estado.

r
La Comisión identificó en su demanda a algunas de las víctimas, incluyó en sus

anexos la identificaci6n de otro grupo significativo de ellas, y señaló expresamente Que
1,
..
•

hace notar que las vrctimCls. de la presente demanda, tituléW8S del derecho 8 la reparación
en los t érminos del artrc~lo 63. 1 de la Convención. no son ind9terminadas:. va que
existen una serie de elementos Que permite Identificar individual y personalmente a todas
ellas, En primer lugar, 13;~ Comisión incluye los nombres de todas las vlctimas que na
podido documentar estuv!eron detenidos en el Instituto Paf'chito L6pez en la fecha 81\ la
que ocurrieron los hechos objeto de la p~esenta demanda. En segundo lugar, el Estado
p~raguayo cuenta con re'gistros de todos 105 niños Que se encontraban en el Instituto
Panchito l.6p9Z a partir d~1 14 de agosto de 1996 Y los que ingresaron posteriormente y
hasta 3U cierre en julio del 2001. prueba que debe ser producida por el Estado.',

,
En efecto, en la demanda y en sus anexos la Comisión identificó con nombre y

apellido a un alto número] de vlctlrnas, con lo cual mal podrra entenderse que la
demanda se haya limitado a aquellos Que resultaron muertos y heridos en los incendios.
Tampoco la demanda pretend ió ser una ectio popularis con vlctimas innominadas. Por el
contrario, la Comisión sostiene Que la demanda y los anexos de ésta, Que forman parte
inescindible de la misma. proveyó datos concretos de numerosas víctimas. A l mismo
tiempo, la demanda se refirió a los niños y adolescentes detenidos en el Instituto
Panchito López entre agosto de 1996 y julio de 2001, cuyos datos concretos obraban
en poder del Estado, '

,

,

De tal manera la excepción prelim inar que alega el Estado es improcedente,
debido a que el caso in cl~yó desde que se inició ante la CIDH a todos los niños y
adolescentes Que se encontraron o encontraban internos en el "Centro de Reeducación

•
de Menores" a partir del 14 de agosto de 1996, y la Comisión alegó debidamente tal
circunstancia en la demanda.

,
I,

La mencionada excepción preliminar alegada por el Estado paraguayo es además
extemporánea debido a que si se admitiese grstia arguendi Que hubiese habido alguna
omisión en la demanda respecto a algunos nombres de las víctimas, tal aspecto ya fue
resuelto definitivamente por la Honorable Corte en el presente caso, y carece de objeto
revisarlo nuevamente. ",

,
•

En efecto, la Comisión presentó la demanda a la Honorable Corte el 20 de mayo
de 2002. El 19 de junio ~e 2002 la Honorable Corte notificó la demanda al Estado,
paraguayo, y el 21 de juni\! de 2002 la Honorable Corte dict é una resolución mediante
la cual decidió admitir la dfmanda en relación con las presuntas víctimas Que identificó
en tal Resolución, y "

,
•,,,
•

'Oemanda dé la CI DH en presente caso. párr. 137.
1
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El 8 de julio de 200 la CIDH remitió a la Honorable Corte un listado unificado
de todas las víctimas que [ la Comisión identificó en los anexos de la demanda que
forman parte integral de la ¡misma; solicitó a la Honorable Corte que incluyera a todos
los niños y adolescentes qLle figuran en dicho listado como víctirnas del presente caso,
y especificó que lo hacía ~s in perjuicio de la identificación completa de los niños y
adolescentes internos en elj lnstituto de Reeducación del Menor •Panchito López' entre
agosto de 1996 y julio dt 2001. que la Comisión remitirá de conformidad con lo
solicitado en la resolución e tada".

0001768
7

•r,

1,
2. Requerir a la Comisión.llnterameric:ena de Derechos Humanos que en un plazo de tres
meses tdentifique por Su nombre a los "niflos y adolescentes internos en el Instituto de
Reeduca¡;i6n del Menor l'Panc:hito Lépsz "entre agosto de 1996 Y julio de 2001. Y,
posteriormente remitidos a las penitenciarias de adultos del país", De no ser posible esta
individualización, el pre:se~te caso continuará su trámite s610 con respecto a las presuntas
vretimas identificadas en 41 Resolutivo anterior.

•,
3. Solicitar 81 Estado ~el Paraguay que brindQ su colaboraci6n a la Comisión
Interamericana de Derech?3 Humanos para dar cumplimiento al punto resolutivo anterior .·

I
El 27 de junio de 2Qo2 la Comisi6n Interamericana se dirigi6 al Ilustre Ministro

de Relaciones Exteriores del Paraguay, Dr. José A. Moreno Ruffineli, y le solicit6 que en
atención a lo decidido por eta Honorable Corte en la decisión antes mencionada. le
suministrara a la Comisión n listado con el nombre de los niños y adolescentes que
estuvieron internos en el lnstituto de Reeducación del Menor "Panchíto López" entre
agosto de 1996 y julio de 2p01 . Se acompaña marcada "a" copia de dicha carta. .
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Mediante notas de 7 de agosto de 2002 y 5 de septiembre de 20002. la
Misión Permanente del Pa aguay ante la OEA remitió a la Comisión Interamericana
listados con los nombres de los niños y adolescentes internos en el "Centro de
Reeducación de Menores" ntre agosto de 1996 y julio de 2001. En dicha notas, cuyas
copias se anexan marcada "b" y "e", el Estado paraguayo señaló expresamente estar
cumpliendo con el punto esolutivo 3 de la mencionada Resolución de la Honorable
Corte de 21 de junio de 2002. El 13 de septiembre de 2002 el Estado paraguayo
informó a la Honorable Ca o que había remitido el mencionado listado a la CIDH. En
ningún momento el Estado bjetó la Resolución de la Honorable Corte.

El 16 de septiem re de 2002, antes de expirar el plazo de tres meses
establecido por la Honorab e Corte en su Resolución de 21 de junio de 2002, la CIDH
remitió a la Honorable C rte un listado completo con los nombres de los niños y
adolescentes internos en e Instituto "Panchito López" entre agosto de 1996 y julio de
2002.

1
v

•¡

De tal manera. con a Resolución de la Honorable Corte de 21 de junio de 2002
y la consignación de los ombres de las víctimas efectuados por la Comisión. con
colaboraci6n del Estado pe aguayo, dentro del plazo de tres meses establecido el efecto
por la Honorable Corte, qu d6 absolutamente subsanada cualquier omisión que pudiera

r-:,,
I

4 Corte IOH .. Caso Cel1t o da Reeducl!ci6n de Menores, Resolución de 21 de junio de 2002. Pumos
Resolutivos 2 V 3 .
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haber existido en la deman a respecto a la identificación de las víctimas del presente
caso.

en la jurisdicci6n lntem ¡onal. la inobservancia de ciertas formal idades no siempre es
relevante pues lo esencl , es que se preserven las ccndlc lcnes necesarias para qUQ los
derechos procesales de 1 s partes no sean disminuidos o desequilibrados. y para que se
alcancen los fines para lo cuales han sido diseñados los distintos prccedirnientcs.!

Por tal motivo la mencionada excepción preliminar resulta totalmente
extemporánea, por referirse a un asunto que la Honorable Corte ya conoció, decidió y
quedó definitivamente resu Ita. ante el cumplimiento de las partes con lo decidido por
la Honorable Corte.
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La Comisión debe r
respecto a que en los
inobservancia de ciertas f
procesos int ernos. Al respe

la Honorable Corte

las cond iciones neeesart
alcancen los fines par
Convención y los reglam

altar al respecto la jurisprudencia de la Honorable Corte
rocesos internacionales de los derechos humanos la
rmalidades no tiene la misma importancia que en los
o, señaló la Honorable Corte,

a establecido en el mismo sentido que es esencial preservar

para la plena vigencia de los derechos procesales y para que se
los cuales han sido establecidos les procedimientos en la
tos de la ComisIón y la Corte.s
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La Honorable Corte ha señalado igualmente que para determinar si se habían
respetado las reglas básica de procedimiento contenidas en la Convención Americana
debla examinar si

en el curso del trámite e este asunto, se ha v1sto menoscabado el derecho de defensa
del Estado que opone la excepciones a 18 admlsibilidad. o éste se ha visto impedido de
ejercer cualquiera de I otros derechos que la Convención le reconoce dentro del
procedimiento ante la C misión. Asimismo la Corte ha do varlñcer si el presente asunto
ha sido tramitadc de onformidad con los lineamientos esenciales del sistema de
prcteccién dispuesto por 'a Convención,"

En aplicación de las consideraciones anteriores al presente caso debe tenerse en
cuenta que la alegada o isión que señala el Estado paraguayo para sustentar su
excepción preliminar ya ue a todo evento subsanada. y que en todo caso tal
circunstancia no disminuy ni afectó en manera alguna el derecho a la defensa y la

e Corte ¡OH", Caso vetase 1 Rodrrguez, Excepc; iones Preliminares, sentencia de 26 de [unlo de 19a7. p.1.rr "
33. En el mismo sentido: C.}&O Fa;' " GiJrbi SoJ~ Com¡/~$ &c.~peiones Prellmln:ms. Sentencie de 26 d9 Junio de
1987, fJ4". 38: Caso Godlnez Cruz. 'Xcepciones Pre/iminsres, SentencjóJ de 26 de junio de 1987. p d". 36.

• Corte 'OH, Caso Baena cerdo y Otros. Excepciones Prellminsres;, Sentencia de 18 de ncvlernb re de 1999,
P'rr. 4 1. En.1misma semido: Cuo smno PetfUZ::;' Exupcir;nes Pral/minares . Semencta de 4 de septiembre de 1998.
párr. 77 : Caso PaniagWJ Morales y tras, Excep<;iones Pr.llmlnsfes. Sen't9nei8 de 2S de enero de 1996. oérr. 42; Caso
G8ngs~m eenaev. Excepciones P, iminares. Sentencia de 4 de diciembre de 1991 , pirro 1Si Caso GotJlne.z CNz.
Ex cepciones p,,'iminares. SentencIa de 26 de junio de 1987. p;lrr " 36: Ceso F8ir~f1 Garbi y 50"$ Corral9S. Excepc;one$
PrelIminares. Sentencfa de 26 de nlo de 1987, p~rr. 38: Caso VeléQuez Rodrlgu9z. Excepciofle~ Pril fJmmares.
Sentencia de 26 de junio de 1987. 11'.33).

1 Id.
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situación procesal del Est do demandado, Si alguna duda quedara, el fin de la
Resolución de la Honorabl Corte de 21 de junio de 2002 fue depurar el presente
proceso, en base a sus con ideracíones allf expuestas, y tal fin se cumplió cabalmente,
en el marco de lo decidido p r la Honorable Corte.
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¡ Por las razones expu stas la Comisión solicita a la Honorable Corte desestime la

mencionada excepción preli inar interpuesta por el Ilustre Estado paraguayo.

Por tal motivo el lIu re Estado paraguayo solicita a la Honorable Corte que en
base al principio de ¡gualda de las partes en el proceso V la defensa en juicio, así como
en su jurisprudencia, "acrnl la excepción planteada con relación a la pretensión de ias
representantes de las supue tas víctimas expuesta precedentemente".

El Ilustre Estado par uayo alega en su escrito de excepciones preliminares que
" la acusación de las repr entantes de las supuestas v fcttrnas, sobre la supuesta
violación por parte del Est do de los derechos consagrados en ei articulo 26 de la
Convención (DESCI en rel ción con los articulas XI, XII y XV de la Declaración
Americana, nunca fue mat ria de debate o discusión el trámite ante la Comisión, y
prueba de ello es que no xlste ninguna referencia sobre el tema en el informe de
admisibilidad y fondo No. 1 6/01",

a falta de reclamación prevIa de violaciones al artículo 26
ón Americana.

en primer término que técnicamente, y en el sentido más
clones preliminares", éstas, conforme al articulo 36 del
Corte, sólo pueden ser opuestas por el Estado con relación

Sobre la ale9
de la Conven

3.

La Comisión observ
estricto del término "exce
Reglamento de la Honorabl
a la demanda.
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De manera que con rme al Reglamento de la Honorable Corte las excepciones
preliminares proceden con a la demanda.

r
I
¡

r
I
•

-
!

Al efecto, el artfculo
Estados partes y la Comis
Corte". Los artículos 32 al
dicha disposición convencí
inicia mediante interposicié
Interamericana en contra d

1(1) de la Convención Americana contempla que 'sólo los
n tienen derecho a someter un caso a la decisión de la
7 del Reglamento de la Honorable Corte, en desarrollo de
al, contemplan que el proceso ante la Honorable Corte se
de la demanda, que en este caso presentó la Comisión

Estado paraguayo.

En el presente ca o, el Estado paraguayo ha presentado una excepción
prel iminar no respecto a la emanda, sino respecto al escrito de solicitudes, argumentos
y pruebas que conforme al articulo 35 del reglamento de la Honorable Corte,
presentaron los representa es de las presuntas vrctlrnas, luego de que se les notificó la
demanda...

r:
í
••

La Comisión obser asimismo que el reglamento de la Honorable Corte no
contempla una oportuni d procesal especifica para que el Estado presente
observaciones al escrito de las presuntas víctirnas, y el articulo 37 de dicho reglamento

r:
•
f

•••,,,
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concibe más bien que el E ado puede contestar la demanda antes o después de que
los representantes de las v i imas consignen su escrito.

El artrculo 38 del r lamento de la Corte contempla a su vez que luego de
contestada la demanda. yates de la apertura ·del procedimiento oral, el Presidente de
la Honorable Corte puede utorlzar. si lo estima pertinente, la presentaci6n de otros
documentos escritos por las partes.

En lo relativo a la su tancia de tal excepción preliminar interpuesta por el Estado
paraguayo, la Comisión obs rva que para decidir ésta la Honorable Corte debe tener en
cuenta el alcance del objeto del presente proceso.

• V8i!1Se CIDH. Informe NO 1 6/0 1, de 3 de dic iembre de 2001, acompañado a la demanda como anexe 7.
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De acuerdo con lo
antemano en el reglament
escrito de los representan
paraguayo haya presentad
demanda, denominándola ..

La Comisión, al m
respecto a que técnicame
contra de la demanda, cons
respecto en la primera opor
el reglamento de la Honor
Estado presente observaci
representantes de las vfeti
Corte conozca y decida sob

Al respecto, debe
representantes de las vi
aproximadamente cinco añ
que el Estado paraguayo h
los erttculos XI , XII, XIII y
del Hombre. La Comisión
alegatos de derecho, ni fue

El 3 de diciembre
considerando concluida la e
fondo N" 126/01, confor
Americana,' y concluvó q
internacional por violación
libertad personal, del niñ
respectivamente en los artt
había incumplido además
derechos conforme al artic
CIDH efectuó varias recom

nterior, y a fa lta de una oportunidad especifica f ijada de
de la Honorable Corte para presentar observaciones al
s de las víctimas. la Comisi6n entiende que el Estado

dicha observación en la oportunidad de contestar la
cepci6n preliminar".

rgen de la mencionada distinción conceptual y formal
e las excepciones preliminares proceden únicamente en
era que el Estado paraguayo ha manifestado su posición al
nidad procesal disponible para ello, y que, no habiendo en
le Corte una oportunidad procesal especifica para que el
es al escrito de solicitudes, argumentos y pruebas de los
as, no existe ningún impedimento para que la Honorable
tal planteamiento del Estado paraguayo.

señalarse que,. tal y como sostiene el Estado, los
imas, ni en su petición inicial ni a lo largo de los
s que duró el trámite del caso ante la Comisión, alegaron
biese violado el articulo 26 de la Convención Americana o
V de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes
n consecuencia no transmitió al Estado ta les eventuales
n éstos debatidos en el proceso ante la Comisi6n.

e 2001, tras analizar las posiciones de las partes y
pa de so lución amistosa, la Comisión aprobó el Informe de
e a lo dispuesto en el artículo 50 de la Convención

el Estado paraguayo había incurrido en responsabilidad
e los derechos a la vida, a la integridad personal, a la

• garant(as judiciales y protección judicial consagrados
los 4, 5,7, 19,8 y 25 de la Convención Americana, y que
n su obligaci6n de respetar y garantizar el goce de esos

lo 1.1 de la Convención. En base a tales conclusiones, la
daciones al Estado paraguayo para solucionar el asunto.

,
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El 20 de diciembre d 2001 , la Comisión transmitió el Informe indicado al Estado
paraguayo y le otorgó un pi zo de dos meses para cumplir con las recomendaciones alll
formuladas. En fecha 30 d abril de 2002, el Estado paraguayo informó a la Comisión
respecto a acciones qu estaba efectuando hacia el cumplimiento de las
recomendaciones formulada por la Comisión Interamericana en su Informe No 126/01.
La Comisión lnteramerican , en base al artrculo 51 de la Convención Americana,
consideró que "el asunto n habla sido solucionado", es decir, que las recomendaciones
efectuadas al Estado parag ayo, en base a las conclusiones del informe de fondo, no
habían sido cumplidas, y n consecuencia decidió someter el presente caso a la
jurisdicción de la Honorable arte Interamericana.
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Por supuesto, la e misión reconoce que la Corte, como todo órgano con
funciones jurisdiccionales, iene el poder inherente de determinar el alcance de su
propia competencia (com étence de /a compétence/Kompetenz-Kompetenz/ en el
presente case". Adicional ente, la Comisión reconoce que en virtud del principio iura
novit curia , "del cual se valido reiteradamente la jurisprudencia internacional" la
Corte "posee la facultad inclusive el deber de aplicar las disposiciones jurídicas
pertinentes en una causa, n cuando las partes no las invoquen expresamente?";
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En la demanda ant
hechos que quedaron eS1
conforme al arttcuío 50 de 1

de derecho que señaló; efe

En base a los antec
objeto del presente caso a
es responsable por la viola
Americana, en conexión co
tratado.

la Honorable Corte la Comisión se refirió a los mismos
blecidos en el mencionado informe de fondo dictado
Convención Americana, y con fundamento en las razones

uó su petitorio.

entes anteriormente mencionados, la CIDH entiende que el
e la Honorable Corte es determinar si el Estado paraguayo
ión de los artlculos 4, 5, 7, 19. 8 Y 25 de la Convención
la obligación general contenida en el artícu lo 1(1) de dicho

posición que ha
que el objeto del

prs, el petitorio señalado en la demanda de la Comisión en
con base en los hechos establecidos en el informe de fondo
onformidad con el :art rculo 50 de la Convención Americana,

derecho establecidas tanto en dicho informe como en la
contiene seis puntos específicos. Estos seis puntos

jeto central y límites jurisdiccionales de conformidad con la
vención Americana del caso ante la Honorable Corte. Los
s están basados en el contenido del Informe N° 126/01
on el arttculo 50. de la Convención y con el objeto del

misión en el presente caso reitera la
Corte en casos precedentes, respecto a

Como mencionado
el presente caso, efectuad
emitido por la Comis ión de
y en las consideraciones
demanda de la Comisió
constituyen en stntesis el
actual estructura de la Co
seis puntos arriba señalad
aprobado de conformidad
procedimiento ante la CID

Por lo tanto, la
presentado a la Honorable
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, Corte IOH. Caso Consta tine y OUQS ve. Trlnldlld y Tobl!lgo, excepcIones Preumtoeree. Sentancie de , de
Septiembre de 2.001, párr. 69.

tO Corte IOH, Ctso "v erésq z Fl.odrrguez." , Sentencie de 26 dEl Julio de 1988. eérr. 163 .
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proceso ante la Corte. re ' uiere como un elemento indispensable para asegurar la,
eficacia de los dispositivos : onvencionales, particularmente los artlculos 33, 41 .f, 50,
51.1, 57 Y 61 de la Conve ,ción así como la equidad procesal y la certeza jurídica, que
el proceso ante la Honorabl " Corte se circunscriba a los lrmites contenidos en el Informe
de fondo y en la dema " a presentada por; la CIDH, en cuanto a los artfcutos
convencionales a los que e' tá la Corte llamada a pronunciarse. En el caso especíñco.
tales disposiciones especffi 'as son las contenidas en los artIculas 4, S, 7, 19, 8 Y 25,
en conexión con las obli Iaciones generales' contenidas en el artículo 1(11. de la
Convención.
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El articulo 61.1 de , Convención señala clara y especfficarnente que sólo los
Estados Partes y la CIDH p ' eden someter un caso a la decisión de la Corte. De manera
concordante, el artículo S'.1 hace referencia al sometimiento de un asunto "a la
decisión de la Corte por la omisión o por el Estado interesado". De estos artIculas se

I . ,

derivan dos principios bá~ ces que deben crlentar el proceso jurisdiccional ante el
Tribunal. En primer IUgar, j,que solamente los Estados y la CIDH pueden inic iar un
proceso ante la Corte. El p opio tribunal no puede hacerlo de oficio. Tampoco terceras
partes tienen este derecho]: Este primer principio surge con claridad si se contrasta el
artfculo 61 con el artrcul " 44 de la misma Convención que otorga el derecho a,
" cualquier persona o gru o de personas, o' entidad no gubernamental legalmente, '

reconocida en uno o más stados miembros de la Organización", de "present ar a la
Comisión peticiones que co¡ptengan denuncias? quejas de violación de esta Convención
por un Estado parte". Tam~ién puede contrastarse con el artfculo 64 de la Convención
relativo a opiniones consul lvas. AIIf se otorga' legitimación a los Estados miembros de
la Organización (no sólo Id ' Estados Parte como en el artlculo 61.1) Y a los órganos
enumerados en el CapItulo de la Carta de la' Organización reformada por el Protocolo
de Buenos Aires.

,
El segundo princi o que se deriva: del artículo 61 es que la CIDH o

I .
eventualmente los ESlad9 Partes al someter un caso a la Corte, son los que
determinan los términos ~ I litigio, es decir ~ué hechos deben ser probados por las
partes y analizados por l ' Corte esr como; qué derechos está la Corte llamada a
determinar si han sido viold ' os. Todo ello saivo el principio iure novit curia . La Comisión
o eventualmente un Estad ', son los que fijan 'el objeto del proceso ante la Corte y los
Ifmites dentro de los cuál " el tribunal debe 'decidir. La Corte está vincu lada por los
términos fácticos y jurrdico" del asunto sometido a su conocimiento . Es competencia de
la Corte, calificar si los 'echos alegados y probados por la Comisión constituyen, ,

violaciones de las disposic ' nes especificas de la Convención que la CIDH invocó en su
demanda. Asr como el ccn ,enido de la demanda representa el límite de actuación de la
Honorable Corte. constituv una función natural del Tribunal, expres ión de su potestad
jurisdiccional la determina ' ión si los hechos 'alegados constituyen vio laciones de las
normas invocadas.

I,
La jurisprudencia d .la Corte respalda la posición aqul sostenida. As! ha decidido

que "el agotamiento de lo : procedimientos dispuestos por los artlculcs 48 al 50 de la,
I

I

I
I
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De hecho, la prácti de la Corte ha sido consistente en señalar que el informe,

de la Comisión o su demaru a son los límit es de las pretensiones en los casos a Jos que
, :

la Corte está llamada a res Iver. Así, en un caso concreto, la Honorable Corte entendió,
que la "abogada no fue in luida como víctima en el informe que la Comisión remiti6 al
Estado con fundamento e el artículo 50 de' fa Convención, por lo cual, esta petici6n,
[de considerarla como vrc tma ante la Cortel no procede." rs En otro caso señaló el

Convención es un requisito ara someter un asunto a la Corte"!". Específicamente "el
artículo 50 prevé que, si el asunto no ha sldo isoluclonado, la Comisión debe preparar
un informe que puede ncluir, por propia iniciativa, sus recomendaciones y
proposiciones para resolver!:sat isf act oriamente 'el caso planteado. Si esos mecanismos,
de solución no conducen a un resultado adecuado, el asunto queda en estado de ser
sometido a la decisión de I 'Corte, en los términos del arttculc 51 de la Convención"."
En la estructura convencion ' I actual, el presupuesto para que el caso sea sometido a la

, ,
jurisdicción de la Corte e ' que se hayan ag~tado los procedimientos ante la CIDH
particularmente, la Comlslóf debe haber preparado un informe de conformidad con el
artículo 50 del tratado y ado un plazo al ,Gobierno para el cumplimiento de sus
recomendaciones. El propó ito convencional es "que el Estado involucrado adopte las
recomendaciones que el Inf rme sugiere"" o qÓe el Estado "adopte las proposiciones y

, o

recomendaciones de la Co ' sión y solucione el iproblema " "'.
I '
, , '

De modo que, al r ibir un informe dé conformidad con el articulo 50 de la
Convención, el Estado con ce que las alternativas ante si son o bien cumplir con las
recomendaciones de la CI H o asumir la eventualidad de que el asunto puede ser,
sometido a la decisi6n del ibunal. La decisión' que adopte el Estado al respecto estará
informada por los conten id ' s del informe de la' CIDH de conformidad con el artlculo 50

, '
de la Convención American¡ . Es decir que el presupuesto fáctico y jurldico que permite
un ejercicio eficaz del dere ha de defensa del :Estado es que la demanda ante la Corte
contenga sustancialmente s mismas conclusiones jurídicas y fácticas que el informe

, o

del artículo 50 de la Conv ' ción. En caso de que se aceptare que la jurisdicción de la,
Corte puede ir más allá de s hechos que fueron objeto del procedimiento ante la CIDH

, ,
y de los artículos que la C misión encontró violados en su informe articulo 50 y en su
demanda se atentaría co ra los términos ele certeza jurfdica, equidad procesal y
congruencia a los que se h referido ese Tribunal".
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11 Cone IOH Caso Pelrén al 'rbi y seus Corrales. Exce~ciones Praümlneres, SQntenci~ de 26 de junio de 1987.
SOrla e No, 2 , parra. 50-76. '
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Estos Ifmites conve cionales a la esf~ta de decisión de la Corte no han sido
alterados por las recientes formas reglamentarias otorgando representación autónoma
a los representantes de las víctlmas. Por ello' acertadamente el Presidente del Tribunal,
ha informado que " los ale atos en forma autónoma de las presumas victimas (o sus
representantes o familiares deben naturalmente formularse ateniéndose a los términos,
de la demanda (es decir los derechos que se alega en la demanda haber sido
violados) ". " De allí, que I nuevo Reglamen~o de la Corte clara y especfficamente
distingue entre la demand que introduce la CIDH o en su caso un Estado y el escrito
de las presuntas víctimas rtrculos 23.1. 32, !3 3, 35.4 Y concordantes), De hecho. el
Reglamento de la Corte cl amente dispone que el procedimiento se inicia mediante la,
int erposición de la deman de la CIDH (artículo 32) que entre otros requisitos debe,
contener específicamente las pretensiones, la exposición de los hechos, los
fundamentos de derecho y as conclusiones pertinentes (art lculo 33.1, énfasis añadido).
Esto revela que la CIDH e quien introduce a' la demanda ante el tribunal, fijando los
limites procesales sobre lo que versará el objeto del proceso ante la Corte.. ,

,,
,

Aún más, de confor idad con lo establecido en el articulo 35 del Reglamento de
la Honorable Corte, cuand la Corte decide notificar de la demanda de la Comisión, lo,
hace de manera simu ltán a el Estado demandado y a las presuntas víctimas, sus,
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e pretende la Comisión no fue incluida por ella en las
ló al Perú en su Informe 19/94 de 26 de septiembre de
te de este asuntb" y agregó " tampoco aparece en la

· ,
Paz como víctima; ni la reparación respectiva como objeto
rte no puede examinar esta solicitud en el fondo de este,
1caso Castillo Petruzzi, la Honorable Corte fue categórica,,

,

· ,
sídere pertinente señaíar que la Comisi6n ne planteO este punto
onsuJarJ en su Informe' 17/97 . Si bien es cieno que la demanda
nte, una simple reiter~i6n del informe rendido por la Comisión.
iera contener conceptos de violación que el Estado no conoci6
dimlento que se siguá ante la propia Comisión. y Que por eso
oportunamente" No sobra recordar que en esa etapa el Estado

e admitir los hechos 8~ucidos por los denunciantes, rechazarlos
r una ~oluci6n arnlstoaa, que evite la remisión de l asunto a la
oce ciertos hechos otleterminadag añrrnacionss, que luego se
, no puede hacer uso ~e los derechos que le asisten en aquella,

En cambio. el Tribunal e
(relativo a la notj(jcaci6n
no ha de ser. necesaria
tarnh lén lo es que no de
durante' la etapa del pro
mismo ne pudo deevlrtu
dispone de la posibilidad
rnetivaearnente o procur
Corta. Si el Estado no e
presentarán en la deman
etapa procesal. le

Tribunal : "La reparación q
recomendaciones que form
1994. que es el anteced
demanda el abogado Zúñig
de ella• .,. por lo que la C
caso" ." Análogamente. en
en afirmar que:
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n' Corti IOH. CtlSOcesene éez, Sentencia: d. 3 de no;viembre de 1997, ~rrs . 87-89.
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1& Corte ¡OH, Caeo Castill
1998, p~rr, 68 ,

1& Informe: B3ge~ pZlr8 un
fortalecer su mecanismo ee prot
Interemericana da Derechos Human
Corte InteramerieanGl de O.rechos
Pe rmanente de la OEA 16 de abril de
Humanos, El Sistema Interamericano
para un proyec'to de Prctceele a la
protecei6~· Relator: Arna~jo AU9ust

Patruzzl Y Otro, - Excepciones Preliminares, Sentencia de 4 de Septiembre de

. ,
ecvectc de Protocolo ala Convención Americana sobre Derechos Humanos pera
ci6n" Relator: Amonio :Augutto C8n~8do 'rnneeee. Pre'ident9 de la Corte
. 25 de mayo de 2001. ~ota a pie de pag;na 31 e Informe del Presidente de I~
IJmanos • la COmisIón ~de AsuntoS Jul1dicos y ?oltt!c:os ICAJPI del Consejo
0011 nota a píe de pagine 22. Re¡::roducldos en Corte Interernericana de Derechos
e Ptotece lé n de JO$ Derechos Humanos en el Umbral del Siglo XXI, InfOrme: Bases
onvencióf\ Americana BODre Dor6ChO$ Humanos pera fortalecer su mecanjsmo de
Ca"'~ldo Trindade, T. I! p€ga . 30 y 363 respectivamente.
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familiares o sus representa es debidamente acreditados. De acuerdo al artfcutc 37{31
del mismo Reglamento. los Estados deben contestar la demanda "dentro de los dos,
meses" siguientes a la no ficaci6n de la misma. mientras que conforme al artfcolo

, ,

35(4) del Reglamento de I Honorable Corte; ' las presuntas vtctlmas, sus familiares o
sus representantes debida nte acreditados . disponen "de un plazo de 30 dras para
presentar aut6nomamente a a Corte sus sollcltudes, argumentos y pruebas" .

,
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Conforme a lo ante ior, a partir de la' fecha de notificación de la demanda
•

comienzan a correr dos m es dentro de los, puales los Estados pueden contestar la
demanda. Paralelamente. a artir de la misma fecha, comienzan a correr 30 días para

, ,
que las presuntas vfctimas, us familiares o sus representantes, entre otros, presenten
a la Corte sus solicitudes argumentos y pruebas. Ello ciertamente implica que la,
contestaci6n de la deman puede ser presentada por el Estado antes de que las,
presuntas vlctimas, sus fa liares o sus representantes presenten a la Honorable Corte
sus solicitudes. argumentos pruebas. En conexión con lo anterior debe destacarse que
el artrcuto 37121 del Reglam nto de la Honorable Corte contempla que el Estado deberá
declarar en su contestación si acepta los hechos y las pretensiones o si los contrad ice,
y la Corte podré consider r como aceptados aquellos hechos que no hayan sido
expresamente negados y la pretensiones quena hayan sido controvertidas".

ro-,

i
"

Lo anterior es otro lemento que indica que son la demanda de la CIDH y la
contestación del Estado los que determinan el' objeto del proceso contencioso ante la
Corte Interamericana, cuan o iniciado éste por demanda presentada por la Comisi6n
Interamericana.

,,,
, ,

el planteamiento anterior, la Comisión es de la opinión que
jeto del proceso: ~nte la Honorable Corte hechos que no

petici6n original ante la CIDH, salvo que habiendo sido
sterioridad, haya habido oportunidad de defensa por parte
prados expresamente como hechos relevantes del proceso
ramericana. Tampoco deben formar parte del proceso ante
nque hayan sido; alegados en la petici6n original o
o dados por probados por la CIDH en su inf orme sobre el
ión considera asimismo que no deben formar parte del
rte hechos que hayan sido alegados en la petición original
a los cuales aunque la Comisi6n los haya dado por

que tales hechos 'noimplicaron violación por el Estado a la
I mismo sentido, ! la CIDH considera que tampoco deben

nte la Corte argumentos de derecho respecto a hechos,

ersas conslderaciones mencionadas anteriormente, la
tomando ' en cuenta las señaladas disposiciones
relacionadas con; el derecho a la defensa y al debido

1 y la certeza jurídica. el proceso ante la Honorable Corte
mites contenidos bn el Informe de fondo dictado por la
forme al artIculo ',50 de la Convención Americana, y en la
IDH ante la Corte. :

Conforme a las d
Comisión considera que
convencionales, y razone
proceso. la equidad proces
debe circunscribirse a los
Comisión Interamericana c
demanda presentada por la

Como consecuencia
no deben tornar parte del
hayan sido alegados en la
alegados V probados con p
del Estado y hayan sido ac
por parte de la Comisión In
la Corte, hechos que a
posteriormente. no hayan s
fondo del asunto. La Ca
proceso ante la Honorable
o posteriormente, respeet
probados, haya considerad
Convención Americana. En
formar parte del proceso
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preexistentes, que no hay
alegados por los peticionari

Sin perju icio de lo
virtud del principio iura no
aplicar las disposiciones jur
las invoquen expresamente '

•

sido conocidos 'por la Comisión debido a no haber sido
en el proceso ante'la CIDH.

: I
,

terior, la Comisi6?, como ha señalado, reconoce que en
curia, la Corte "posee la facultad e inclusive el deber de

icas pertinentes ah una causa, aun cuando las partes no
0 . De hecho la Corte ha señalado, por ejemplo. que:

,

Rodrfg uez "'. Septencia dB::j6 de julio de 1988, p~ r(. , 63.
o i o

encle de 24 de.naro de j 998. pérr, 11 2
, I

entee y pruebas de 10$ I'8p~.~en1:antes de las. vrctlrnae, pág. 43.
: ~

(...1 01 necne da que 'a
inclwida en el escrito de I
impide a este Tribunal 8
alegación en el fondo de

,
21 El Estado do Pa,agua no les garantizó a 10& niños y adolescentes dotonidos en el
centro de detención Pan hito L6poz entre 1996 :,y la fecha de su cierre acceso a la
educación. a la atención la salUd V esparcimiehto. descanso y recreación debida. Ello
configura una violación al nrculo 26 d~ la .Con;'~nción Americana -en conexién con los
artrccios Xl, XII. XIII Y X de la Convención Americana-o todos a su vez con relación al
arto 19 de la Convención mencana. I

I
I .

e los representantes de las víctimas parece sugerir en
Estado paiaguayo! habría violado al artfculo 26 de la

· ,
tener por ejemplo ¡que:

,
1 .

esto, solicitamos tl esta Honorable Corte cue declare que el
I artreule 26 de la C¿enciOn Americana en conexión con los
ón Americana V XI, xli,XII I y XV de la Declaración Americana
29 y 31 da ¡a ConvenCión sobra los oarechos del Niño.", .

I
•

· !
,

2. COrte IDH, Caso Bll3lc.e , Se

1Q Corte IOH, Caso '"VeI6$que

Por lo anteriormente exp
Es-:sdo de Paraguay violó
artlculos 19 da l. Convon
y con los artreutcs 24. 28

11 Escrito dQ solicitudes, argu

•••,
gación do la .violació~ del artteuto 5 de la Convanción no fue
demanda de la Comisipn, sino tan s610 en su alegato final. no
lizar, de conformldad j con el principio jura novlr curia. dicha
te caso .11

. ¡.
. ' I

De acuerdo con las cnsideraciones an~eriormente expuestas, la CIDH ratifica
que el objeto del presente roceso internaciorat en contra del Estado paraguayo es
determinar, con fundament en los hechos determinados por la Comisión en su referido
informe de fondo No. 126/0 Y en los alegadOS!en su demanda ante la Honorable Corte
en el presente caso , si Pa guay ha violado'¡os artículos 4, 5, 7, 19, 8 Y 25, en
conexión con las obligacion genéricas contenidas en el articulo 1.1 de la Convención
Americana. ¡

I

s consideraciones la los alegatos del Estado respecto a la
por parte de 16s representantes de las víctimas de

la Convención Amertcana, en relación con articulos de la
misión observa qJa en fecha 15 de octubre de 2002 los. ,
as presentaron sU escrito de solicitudes, argumentos y,
petitorio, inter alía, que la Honorable Corte concluya y

, ..,
1 :0
•

En aplicación de dic
falta de reclamación prev
violaciones al articulo 26 d
Declaración Americana, la
representantes de las victi
pruebas, y solicitaron en e
declare que:

El texto del esc rito
algunas ocasiones que el
Convención Americana, al s
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continuación presentar observaciones al escrito de
ruebas de los re resantantes de las víctimas, presentados
e el 15 de ectubr de 2002.

, .
, 1

a que en término! generales los argumentos de hecho y de
•

s representantes e las vlctirnas confirman que el Estado
or la violación I los derechos a la vida, a la integrídad

echos del niño, a 'arantlas judiciales y a protección judicial,
: I -

4, 5, 7, 19 , B 25, respectivamente, de la Convenci6n
on la oblig'ación ~nera l establecida en el arttcu!o 1(1 J del
tar y garantiza . Ios derechos reconocidos en éste.
os elementos de onvicci6n suministrados por la Comisión

con las eircun ' nelas de modo, tiempo V lugar en que
los derechos h manos de las presuntas víctimas en el

'i
•,

,

oncretamente al alegato de violaci6n al artfculo 26 de la
teada por Jos re ~esentantes de las víctimas, la Comisi6n

" ,
ucidas todas y e da una 'de las consideraciones efectuadas

· . . I

11.

" Id, pag . 38.

-: I
, r

17 '1
,;¡

En otra parte del es ito el argu~ento t~nderra a argüir una violación al articulo
• . 1 .

19 de la Convención Ameri ana, interpretado 'a .la luz del arttculo 26 de la Convención
" IAmericana y de otras dispo clones: : ¡ ':

Todas estas circunstanci descrlptes 86n YiOI~Jri8S del deber del EStado de proteger de
manera especial a la ni ez, estipuladó en el ; ertIculo 19 de la Convenci6n. leido en
conjunto con el &tfcul0 del mismo instrumet)to .v los artrceics pertinentes aJ derecho a
la salud de la Declaraci6n mericana, el :PSS y la FON.23

, ,I
: ~

La Comisión consid a que si el alegalto de los representantes de las víctimas
configura para la Honorabl Corte un argumelito de violación autónoma al articulo 26
de la Convención Americ na por parte d~1 Estado paraguayo, tal planteamiento
excedería el objeto del pre ente proceso, pOf haber precluido la oportunidad procesal,

que habla para ello, compr ndido entre la petlción inicial ante la CIDH, en 1996, y la
adopción dal informe de fo o, en 2001. f '

r
,,

Si la Honorable Ca e considera en cj:Imbio que el mencionado argumento del
escrito se refiere a violaci n del artículo 1~ de la Convención Americana, y que la
invocación que se efectúa e los articulas 26 de la Convención, de las demás normas
invocadas de la Declaració Americana ,y de I~ Convención sobre Derechos del Niño, se
hace a los fines de guiar la interpretación 'del artículo 19 convencional, la Comisión no
tendrla ninguna objeción al aspecto, pues el ' ,,1(culo 19 sí formó parte del proceso ante
la CIDH , del informe de fon o y de la dernand de la Comisión.

, ;

OBSERVACI ES AL ~CRIT~ , DE SOLICITUDES, ARGUMENTOS Y
"PRUEBAS DE OS REPRESENTANTES DE LAS VICTIMAS, "

; . ~

La Comisión pasa
solicitudes, argumentos V
por ellos a la Honorable Co

En lo que respecta
Convenci6n Americana pi
reitera y da aquí por repro

La Comisi6n consid
derecho presentados por I
paraguayo es responsable
personal , a la libertad, a d
establecidos en los artícul
Americana, en conjunción
mismo tratado, de res
Concretamente. fortalecen
en su demanda, en relaci
ocurrieron las violaciones
presente caso .
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I ' : i .
en el capítulo I del presente escrito. respecto á . que si la Honorable Corte considera que
el alegato de los represent ntes de las Vreti"?as configura un argumento de violación
autónoma al artícu lo 26 de la Convención M .ericana por parte del Estado paraguayo.
tal planteamiento excederí el objeto ; del .p '~sente proceso. por haber precluido la,
oportunidad procesal que h bía para alegar t ,violación. La Comisión reitera asimismo
que ello na obsta a que I Honorable: Corte .COnsidere que no se ha planteado una
viotaci ón autónoma al art/ lo 26 convencí f l al. sino que los representantes de las
víctimas invocaron en s escrito dicha disposición. as! como las mencionadas. ,
disposiciones de la Declar ión Americana, a.' los fines de guiar la int erpretación del
artícu lo 19 convencional, c ya violación sí fo+ó parte de la discusión ante la CIDH, del
informe de fondo de la CI H y de la demanda ante esta Honorable Corte. Ello sin
embargo no implica que la omisión esté de ácuerdo con la procedencia y fundamento
de tales alegatos de los rep sentantes de las l (ctímas.

En cuanto al derech
derecho int ernacional recog os en el artícu lo, 3 de la Convención Americana. le asiste
a las vtctírnas y sus famil res, la CotnisiÓn ¡ratifica todos los términos vertidos en el
capitulo VII de la demanda. ' .

, J. . . .

18 j' ,

En cuanto a las pruebas docuriJe ' ta les ofrecidas y aportadas por los
representantes de las v(cf as en su :esoiít , la c rDH no t iene objeción alguna que
formular. Tampoco la CIDH t iene objeciones ' on relación a los peritos ofrecidos por los
representantes de las vlcti as. ; J
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